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La señora Lía Margarita Álvarez Puente, actuando en nombre propio, interpuso 

acción de cumplimiento en contra de la Beneficencia de Cundinamarca, 

pretendiendo el cumplimiento del artículo “SEGUNDO” de la Resolución 53 de 1° de 

marzo de 2002, en cuanto dicha entidad dispuso “[r]econocer el bono Pensional 

correspondiente a favor de la [actora], por el tiempo comprendido entre el cuatro (4) de agosto de 

1994 hasta el veintiocho (28) de febrero de 2002 inclusive, el cual se redimirá una vez se acrediten 

los requisitos para acceder a la pensión”. Con tal fin, requirió “dar cumplimiento a lo dispuesto 

en el Decreto 1296 de 2022, en el sentido de generar el cálculo actuarial por omisión, 

correspondiente al lapso comprendido entre el cuatro (4) de agosto de 1994 hasta el veintiocho (28) 

de febrero de 2002 inclusive […]”. 

 

Con el fin de ejercer el estudio de admisión que corresponde, el Juzgado advierte 

que el artículo 87 de la Constitución Política estableció que “[t]oda persona podrá acudir 

ante la autoridad judicial para hacer efectivo el cumplimiento de una ley o un acto administrativo”, 

facultad que puede ser ejercida por los ciudadanos a través de la acción de 

cumplimiento, cuyo objeto fue recogido y reiterado por el artículo 2° de la Ley 393 

de 1997, en el sentido de advertir que dicho mecanismo de defensa judicial 

comporta una herramienta  “para hacer efectivo el cumplimiento de normas aplicables con 

fuerza material de Ley o Actos Administrativos”. 

 

Frente al objeto de la acción de cumplimiento, el Consejo de Estado1 ha indicado: 

 
“La acción de cumplimiento prevista en el artículo 87 de la Constitución Política y desarrollada 
por la Ley 393 de 1997, propende por la materialización efectiva de aquellos mandatos 
contenidos en leyes o en actos administrativos, a efectos de que el Juez de lo Contencioso 
Administrativo le ordene a la autoridad que se constituya renuente, proveer al cumplimiento de 
aquello que la norma prescribe. Es un mecanismo procesal idóneo para exigir el cumplimiento 
de las normas o de los actos administrativos, pero al igual que la acción de tutela es subsidiario, 
en tanto que no procede cuando la persona que promueve la acción tenga o haya tenido 
otro instrumento judicial para lograr el efectivo cumplimiento de la norma o del acto 
incumplido; tampoco cuando su ejercicio persiga el cumplimiento de normas que establezcan 
gastos.” (Negrilla del Despacho)  

 

Por otra parte, se debe recordar que el mecanismo judicial en comento guarda una 

procedencia restringida y específica, por cuanto se requiere que la prerrogativa legal 

                                                 
1 Sentencia del trece (13) de agosto de dos mil catorce (2014), Radicación número: 76001-23-33-000-2014-00011-01(ACU), Consejera 
ponente: SUSANA BUITRAGO VALENCIA. 
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o acto administrativo que se acusa incumplido integre una obligación claramente 

identificable, que se traduzca en un deber determinado constitutivo de un 

mandato imperativo e inobjetable. Así ha sido entendido por la Corte 

Constitucional, que al respecto ha señalado: 

 
“De este modo, la acción de cumplimiento está encaminada a la ejecución de deberes que 
emanan de un mandato, contenido en la ley o en un acto administrativo, imperativo, 
inobjetable y expreso, y no al reconocimiento por parte de la administración de garantías 
particulares, o el debate, en sede judicial, del contenido y alcance de algunos derechos 
que el particular espera que se le reconozcan. Tampoco es un mecanismo para esclarecer 
simplemente el sentido que debe dárseles a ciertas disposiciones legales, pues a pesar de la 
legitimidad que asiste a quien promueve todas estas causas, la acción de cumplimiento no resulta 
ser el medio idóneo para abrir controversias interpretativas lo cual no obsta, claro está, para que 
con el fin de exigir el cumplimiento de un deber omitido, el contenido y los alcances del mismo 
sean ineludiblemente interpretados. 
 
Así como el objeto de la acción de cumplimiento no es el reconocimiento de derechos particulares 
en disputa, tampoco lo es el cumplimiento general de las leyes y actos administrativos. Dicha 
acción no consagra un derecho a la ejecución general e indiscriminada de todas las normas de 
rango inferior a la Constitución ni un derecho abstracto al cumplimiento de todo el ordenamiento 
jurídico. Su objeto fue especificado por el propio constituyente: asegurar el "cumplimiento de un 
deber omitido" contenido en "una ley o acto administrativo" (artículo 87 C.P.) que la autoridad 
competente se niega a ejecutar.   
 
Dicho deber no es, entonces, el deber general de cumplir la ley, sino un deber derivado 
de un mandato específico y determinado. […].”2  

 

En igual sentido se ha expresado el Consejo de Estado, que sobre el particular ha 

discurrido: 

 
“La finalidad de la acción de cumplimiento es que toda persona pueda acudir ante la autoridad 
judicial competente para hacer efectivo el cumplimiento de una ley o de un acto administrativo, 
tal como lo dispone el artículo 87 constitucional. Sin embargo, a través de esta acción no es 
posible ordenar ejecutar toda clase de disposiciones, sino aquellas que contienen 
prescripciones que se caracterizan como “deberes”. Los deberes legales o administrativos que 
pueden ser cumplidos a través de las órdenes del juez constitucional son los que albergan un 
mandato perentorio, claro y directo a  
 
cargo de determinada autoridad, un mandato “imperativo e inobjetable” en los términos de los 
artículos 5, 7, 15, 21 y 25 de la Ley 393 de 1997.”3 

 

Descendiendo al sub examine, se tiene que mientras el acto administrativo que se 

estima incumplido reconoce un bono pensional (que puede ser de tipo B o T), la 

actora pretende que la Beneficencia de Cundinamarca sufrague los aportes a 

pensiones que no efectuó, a través de un cálculo actuarial, premisas que dejan 

entrever la falta de lógica interna de la proposición jurídica expuesta en la demanda, 

habida cuenta de que, la emisión de bonos pensionales es una actividad financiera 

distinta y no confundible o asimilable con la obligación que la ley impone a los 

empleadores que omitieron el pago de aportes al sistema general de pensiones. 

 

Aunado a lo anterior, se tiene que el artículo “SEGUNDO” de la Resolución 53 de 1° 

de marzo de 2002 no contiene un mandato inobjetable e inmediato que deba ser 

acatado por la accionada, comoquiera que la liquidación y emisión de bonos 

pensionales es una actividad compleja que no se agota con su simple voluntad u 

oficio unilateral, pues implica varias gestiones a cargo del beneficiario del bono, del 

                                                 
2 Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C- 1194 de 15 de noviembre de 2001. 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, Sentencia de 29 de noviembre de 2018, Expediente núm. 
08001-23-33-000-2018-00815-01(ACU), C.P. Dr. Alberto Yepes Barreiro.   
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emisor y de la entidad administradora de pensiones, en unas oportunidades 

precisas y diferenciables unas de otras. 

 

Con el fin de ilustrar la idea planteada en el párrafo antecedente, conviene traer a 

colación el contenido del artículo 2.2.16.7.8. del Decreto 1833 de 2016, que, en 

cuanto a la liquidación y emisión de bonos pensionales, prevé: 

 
“ARTÍCULO 2.2.16. 7.8. Liquidación provisional y emisión de bonos. La solicitud de emisión de 
un bono, deberá estar acompañada de una manifestación del beneficiario ante la Administradora 
en el sentido de que el titular del bono no se encuentra afiliado a otra administradora, ni se 
encuentra tramitando, él o sus sobrevivientes, una pensión, indemnización sustitutiva o devolución 
de aportes o saldos, que sea incompatible con el bono. Dicha declaración, tendrá los efectos 
previstos en el artículo lo del Decreto-ley 019 de 2012. 
  
Cuando la administradora reciba una solicitud de trámite de bono procederá así: 
  
Establecerá dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes la historia laboral del afiliado con base 
en los archivos que posea y la información que le haya sido suministrada por el afiliado. Dentro del 
mismo plazo, solicitará a quienes hayan sido empleadores del afiliado, o a las cajas, fondos o 
entidades de previsión social a las que hubiere cotizado, que confirmen, modifiquen o nieguen toda 
la información laboral que pueda incidir en el valor del bono. Lo anterior sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 2.2.16.7.4. del presente decreto en relación con la OBP. 
  
El empleador, caja, fondo o entidad que deba dar certificación, requerido por una administradora 
para que confirme información laboral que se le envíe, deberá responder en un plazo máximo de 
treinta (30) días hábiles, contados a partir de la fecha en que reciba el requerimiento, los cuales 
podrán ser prorrogados por el mismo término por la administradora cuando haya una solicitud 
debidamente justificada. Si la requerida es una entidad pública, se aplicará lo dispuesto en el 
artículo 14 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Si se 
trata de servidores públicos, el incumplimiento de este plazo será sancionado disciplinariamente de 
acuerdo con la Ley 734 de 2002. 
  
Una vez concluido el procedimiento anterior, la administradora dará traslado de la información al 
emisor para que dé inicio al proceso de liquidación provisional del bono, en la forma que se prevé 
más adelante. 
  
Para la liquidación y emisión del bono solo se utilizará aquella información laboral que haya sido 
confirmada directamente por el empleador o por el contribuyente, si es diferente, o aquella 
certificada que no haya sido negada por alguno de estos dos, dentro del plazo señalado en el inciso 
anterior. Para efectos del cómputo del plazo, será necesario que la respuesta llegue dentro del 
mismo. 
  
Es certificada la información que la entidad administradora reporte como tal, con base en los 
documentos que acrediten debidamente tal hecho, los cuales se comprometerá a mantener a 
disposición del emisor, para que este los pueda verificar o solicitar copia en cualquier momento. En 
el caso de los archivos masivos, para que los mismos se consideren certificados será necesario 
además de la manifestación en tal sentido del representante legal de la entidad, que se produzcan 
dos copias idénticas, una de las cuales será entregada a la Oficina de Obligaciones Pensionales y 
la otra se entregará en custodia a una entidad diferente que designe para ello el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, la Oficina de Obligaciones Pensionales verificará que las dos copias 
sean idénticas. 
  
El emisor producirá una liquidación provisional del bono y la hará conocer de la administradora, a 
más tardar noventa (90) días después de la fecha en que, habiendo recibido la primera solicitud, 
tenga confirmada o no objetada por el empleador y las entidades que deban asumir las cuotas 
partes, la información laboral certificada correspondiente. 
  
Una vez producida la liquidación provisional, la entidad administradora la hará conocer al 
beneficiario, con la información laboral sobre la cual esta se basó. La liquidación se dará a conocer 
al beneficiario a más tardar dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha en que la entidad 
administradora reciba dicha liquidación, y en el caso del bono Tipo A se podrá acompañar al 
extracto trimestral. 
  
A partir de la primera liquidación provisional, el emisor atenderá cualquier solicitud de reliquidación 
que le sea presentada, con base en hechos nuevos que le hayan sido confirmados directamente 
por el empleador o por el contribuyente o que le sean certificados por los mismos y no sean 
objetados en el término previsto para el efecto en el presente artículo, para lo cual se aplicará en 
lo pertinente lo dispuesto en los incisos anteriores. En ningún caso la liquidación provisional 
constituirá una situación jurídica concreta. 
  

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=45322#0
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4589#0
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Una vez que la información laboral esté confirmada o haya sido certificada y no objetada en los 
términos previstos en este artículo, los bonos se expedirán dentro del mes siguiente a la fecha en 
que el beneficiario manifieste por escrito por intermedio de la administradora, su aceptación del 
valor de la liquidación, siempre que: 
  
1. El afiliado al ISS, hoy Administradora Colombiana de Pensiones (Colpensiones) le presente 
solicitud de pensión de vejez. 
2. Se cause la devolución de saldos al beneficiario de un bono Tipo A; 
3. El afiliado a una administradora del régimen de ahorro individual con solidaridad solicite su 
emisión.” 

 

Así las cosas, surge patente que la demanda radicada por la señora Álvarez Puente 

excede el alcance de la acción ejercitada, toda vez que el Constituyente y el 

Legislador fueron claros en establecer que esta solo procede para requerir el 

cumplimiento de normas con fuerza material de ley o actos administrativos, cuando 

de ellos se desprenda el necesario acatamiento de un mandato expreso, inmediato 

e inobjetable. 

 

En consecuencia, comoquiera que las pretensiones formuladas en esta oportunidad 

por la señora Álvarez Puente no corresponden al objeto, materia y alcance de la 

acción de cumplimiento, el Despacho rechazará la demanda, tal como se dispondrá 

ut infra. 

 

En virtud de lo expuesto el Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá - Sección Segunda, Oral, 

 

RESUELVE: 

 

 

1.- RECHAZAR por improcedente la presente acción de cumplimiento, por las 

razones que vienen expuestas en la parte considerativa de este proveído. 

 

2.- ADVERTIR que contra la presente providencia no procede recurso alguno, 

según lo prevé el artículo 16 de la Ley 393 de 1997. 

 

3.- Ejecutoriado este auto, por Secretaría, archívese el expediente, previas las 

constancias de rigor. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

[Fi rma e lec t rón ic a en Samai ]  

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

Jc 

   
Escanee el código QR para ingresar al aplicativo de 

verificación de autenticidad e integridad de este documento 
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El señor Juan Pablo mercado Navarro, interpuso acción de cumplimiento en contra 

de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a 

las Víctimas UARIV, pretendiendo el cumplimiento de la Resolución Nº. 04102019-

1306325 del 23 de septiembre de 2021, por medio de la cual se decide sobre el 

reconocimiento de la medida de indemnización administrativa a la que hacen 

referencia los artículos 132 de la Ley 1448 de 2011 y 2.2.7.3.1.y siguientes del 

Decreto Único Reglamentario 1084 de 2015. 

 

Para lo cual esboza la siguiente pretensión: 
 

“Solicitar de inmediato el cumplimiento del desembolso dinerario al 
accionante Juan pablo Mercado navarro, mediante acto administrativo 
incumplido: resolución Nº. 04102019-1306325.” 

 

CONSIDERACIONES: 

 

El malestar del actor se centra en que la accionada UARIV, no ha desembolsado la 

indemnización administrativa por el hecho victimizante de desplazamiento forzado 

que le corresponde conforme a la Resolución Nº. 04102019-1306325 del 23 de 

septiembre de 2021 

 

En el presente caso el Despacho, de conformidad con el artículo 9 de la Ley 393 de 

1997, que dispone:  

 

ARTICULO 9o. IMPROCEDIBILIDAD. La Acción de Cumplimiento no 
procederá para la protección de derechos que puedan ser garantizados 
mediante la Acción de Tutela. En estos eventos, el Juez le dará a la solicitud el 
trámite correspondiente al derecho de Tutela. 

Tampoco procederá cuando el afectado tenga o haya tenido otro 
instrumento judicial para lograr el efectivo cumplimiento de la norma o 
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Acto Administrativo, salvo, que de no proceder el Juez, se siga un perjuicio 
grave e inminente para el accionante. (Negrilla fuera de texto) 

PARAGRAFO. La Acción regulada en la presente Ley no podrá perseguir 
el cumplimiento de normas que establezcan gastos. (Negrillas fuera de 
texto) 

 

Se tiene que la presente acción de cumplimiento, es improcedente debido a que, de 

conformidad con el artículo 87 de la Constitución Política, desarrollado por la Ley 393 

de 1997, esta acción se institucionalizó para hacer efectivo el cumplimiento de una 

ley o acto administrativo, no como instrumento judicial para obtener fines 

económicos, como pretende el actor en la demanda, concretamente, para que le 

hagan efectivo el pago de la indemnización administrativa por el hecho victimizante 

de desplazamiento forzado. 

 

Frente al objeto de la acción de cumplimiento el Consejo de Estado1 ha indicado: 

 

La acción de cumplimiento prevista en el artículo 87 de la Constitución Política 
y desarrollada por la Ley 393 de 1997, propende por la materialización efectiva 
de aquellos mandatos contenidos en leyes o en actos administrativos, a efectos 
de que el Juez de lo Contencioso Administrativo le ordene a la autoridad que 
se constituya renuente, proveer al cumplimiento de aquello que la norma 
prescribe. Es un mecanismo procesal idóneo para exigir el cumplimiento de las 
normas o de los actos administrativos, pero al igual que la acción de tutela es 
subsidiario, en tanto que no procede cuando la persona que promueve la 
acción tenga o haya tenido otro instrumento judicial para lograr el efectivo 
cumplimiento de la norma o del acto incumplido; tampoco cuando su 
ejercicio persiga el cumplimiento de normas que establezcan gastos. 
(Negrilla y subrayado del Despacho)  

 

Finalmente, al presente trámite no es posible darle el trámite de acción de tutela 

como lo sugiere el inciso primero del artículo 9 de la Ley 393 de 1997, toda vez son 

inequívocas las pretensiones del accionante en procura de ejercer la acción de 

cumplimiento. Las falencias anotadas hacen que la presente acción se torne 

improcedente y en esa media el Despacho la rechazará. 

 

En virtud de lo expuesto el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN SEGUNDA, DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, 

 

RESUELVE: 

 

Primero. -   RECHAZAR por improcedente la presente acción de cumplimiento, por 

las razones que vienen expuestas en la parte considerativa de este proveído. 

 

Segundo. -   ADVERTIR que contra la presente providencia no procede recurso 

alguno, según lo prevé el artículo 16 de la Ley 393 de 1997. 

 

 
1 Sentencia del trece (13) de agosto de dos mil catorce (2014), Radicación número: 76001-23-33-000-2014-00011-01(ACU), 

Consejera ponente: SUSANA BUITRAGO VALENCIA 
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Tercero. - Ejecutoriado este auto, por Secretaría, archívese el expediente, previas 

las constancias de rigor. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
mas 

 


